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E1l 31 de agosto de 1998, 1la demandante
recurrida, Sra. Liana Caro Ortiz (en adelante,
seflora Caro Ortiz), presentd ante el Tribunal
de Primera Instancia, Sala Superior de Bayamén,
una solicitud de aumento de la pensidn
alimentaria de su hija menor de edad habida con
el demandado peticionario, Alfredo Cardona
Rivera (en adelante, senor Cardona Rivera).
Luego de una serie de tramites procesales, el 7

de marzo de 2000, el foro de instancia dictd y
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notificdé una escueta sentencia,1 mediante la cual, aungque no
adoptd de forma explicita el Informe del Oficial
Examinador, si acogid sus recomendaciones. A pesar de que
el Informe obra en el expediente del tribunal y sirvid de
base para la determinacidén tomada por éste, el mismo no se
le notificé a las partes.?’ Cabe seflalar, sin embargo, que
de la argumentacién que el propio peticionario, sefor
Cardona Rivera, hace en la mocidén de reconsideracidén dgque
presentara ante el foro de instancia el 21 de marzo, se
desprende que tuvo acceso a dicho Informe.

Unos dias después de que el sefior Cardona Rivera,
presentara la mocién de reconsideracidén, la Secretaria del
tribunal se la devolvidé arguyendo que habia que adherirle
cuarenta ddélares ($40.00) en sellos de rentas internas.’ La
representacidén legal de éste se comunicd con la Secretaria
y los convencié de que se habian equivocado. De 1la
Secretaria le informaron entonces que tenia qgue presentar
de nuevo la misma mocién con fecha de radicacidén anterior.
Asi lo hizo.

Como vya habia transcurrido gran parte del término
jurisdiccional para presentar la apelacidén ante el Tribunal
de Circuito de Apelaciones (en adelante, Tribunal de

Circuito), tres (3) dias antes de que éste venciera, el 4

! A pesar de ser la determinacién del foro de instancia

una sentencia, éste la tituldé “Resolucidén”. Véase, Figueroa
v. Del Rosario, 147 D.P.R. 121 (1998).

2 Como parte del apéndice al alegato en oposicidén a 1la

Peticién de Certiorari, 1la parte recurrida acompandé una
copia del Informe del Oficial Examinador, pero no explicéd
cémo la obtuvo. De esta copia surge que el Informe no fue
notificado a las partes. Ademads, asi lo constatamos con la
Secretaria del Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior
de Bayamén.

3 Esta informacién surge tanto de 1la Peticién de
Certiorari y del Alegato del demandado peticionario, Sr.
Alfredo Cardona Rivera como del Alegato de 1la demandante
recurrida, Sra. Liana Caro Ortiz.
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de abril, Cardona Rivera decidid radicarla.* Su
representacidén legal ©presentd personalmente copia del
recurso ante la Sala Superior de Bayamén del tribunal de
instancia, y envidé por correo certificado con acuse de
recibo copia al abogado de la parte contraria.

Ese mismo dia, el foro de instancia le concedid diez
(10) dias a la parte demandante recurrida, sefiora Caro
Ortiz, para replicar a la mocidén de reconsideracidn. De
esta forma, tanto el Tribunal de Primera Instancia como el
Tribunal de Circuito, entendieron considerada dicha mocidn.
Dos (2) dias méas tarde, el 6 de abril, se archivd en autos
copia de la notificacidén de esta resolucidn.

El 7 de mayo el tribunal de instancia denegd la
reconsideracidn. Esta determinacidn se notificd el 22 de
mayo. Asi las cosas, el 8 de noviembre, el Tribunal de
Circuito desestimdé el recurso de apelacidén por prematuro y
por no haberse perfeccionado dentro del término
jurisdiccional, al no incluirse en el apéndice copia del
Informe del Oficial Examinador, a tenor con lo dispuesto en
la Regla 34E(1l) (e) del Reglamento del Tribunal de Circuito
de Apelaciones de 1 de mayo de 1996, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-A.
Esta resolucién fue notificada el 14 de noviembre.

El 13 de diciembre, el sefior Cardona Rivera presentd
ante nos una peticidén de certiorari. Alegd en sintesis que
el Tribunal de Circuito se habia equivocado al determinar
que la apelacién era prematura y gue no se habia
perfeccionado dentro del término jurisdiccional de treinta

(30) dias qgque establece la ley vy, por ende, desestimarla.

4 En la apelacién Cardona Rivera hizo 1los siguientes

sefialamientos: que errd el foro de instancia al imponer una
pensién alimentaria de mil sesenta y seis ddélares con trece
centavos ($1,066.13) mensuales; al hacerla retroactiva al
31 de marzo de 1998; y al imponer mil ddélares ($1,000.00)
en honorarios de abogado.
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E1l 26 de enero de 2001 decidimos revisar y expedimos el
recurso.

Antes de proceder a analizar el planteamiento de
prematuridad, resulta indispensable esbozar las normas

generales aplicables a las mociones de reconsideracidn.

II

A. LA MOCION DE RECONSIDERACION - REGLA 47.1 de
Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. IIT.

La cuestidn planteada requiere que comencemos por
analizar la parte de 1la Regla 47.1 que dispone que el
tribunal de instancia deberd considerar’ la mocién de
reconsideracién dentro del término de diez (10) dias de
haberse presentado la misma. Si el tribunal toma alguna
determinacidén, el término Jurisdiccional para apelar o
presentar recurso de certiorari quedard interrumpido. De
otra parte, si el tribunal deja de tomar accidédn en relacidn

con dicha mocidén dentro de los diez (10) dias de ésta haber

3 En reiteradas ocasiones hemos interpretado el concepto

procesal de considerar una mocidén de reconsideraciédn. En
Rodriguez Rivera v. Autoridad de Carreteras , 110 D.P.R.
184, 187 (1980) dijimos con relacidén a lo que significa el
acto judicial de <considerar una mocidén de reconsideracidn

que:

Es evidente, por disponerlo asi la propia regla,
que si el tribunal la rechaza con un mero no ha
lugar, sin oir a las partes, se considera que la
mocién fue rechazada de plano. Ahora bien, si
sefiala una vista para oir a las partes, o se
dirige a la parte adversa para que exponga su
posicidén por escrito, o fundamenta su resolucidn
declarando sin lugar la mocidén, se tendra por
interrumpido el término para apelar o solicitar
la revisién.

En Castro v. Sergio Estrada, Auto Sales, Inc., res. el
22 de septiembre de 1999, 149 D.P.R. (1999), 99 TSPR
143, 99 JTS 147, resolvimos que la accién de un tribunal de
instancia de remitir una mocidén de reconsideracién al juez
que dicté 1la sentencia que se hallaba enfermo o de
vacaciones, era una determinacién en su consideracidén vy,
por lo tanto, interrumpia el término para recurrir en
alzada.
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sido presentada, la Regla 47.1 establece que se entendera
que la mocidén fue rechazada de plano, y por ende, el
término para recurrir en alzada no quedd interrumpido.

En El1 Mundo, Inc. v. Tribunal Superior, 92 D.P.R. 791,

801 (1965) resolvimos *“que una vez presentada en tiempo la
mocién de reconsideracidn, y resuelta por el Tribunal
declardandola sin lugar de plano, bien por accidén afirmativa
0 bien por inaccidén dentro de los [diez (10)] dias de su
presentacién, el Tribunal no queda privado de su facultad
para reconsiderar esa actuacidén suya si considera que en
realidad la mocidén de reconsideracidén plantea una cuestiodn
sustancial y meritoria y que en bien de la Jjusticia debe
sefialar una vista para oir a las partes, siempre gque no
haya sido privado de jurisdiccidén por razédn de haberse
interpuesto contra la sentencia un recurso de apelacién o
de |[certiorari] o no haya expirado el término para
interponer dichos recursos.”® (Enfasis suplido.) Lagares
v. E.L.A., 144 D.P.R. 601 (1997); J.A. Cuevas Segarra,

Tratado de Derecho Procesal Civil, Tomo II, Cap. VIII,

pags. 769 -770, Pub. JTS, 2000.

El término de diez (10) dias que establece la Regla
47.1 persigue el propdésito de estimular la pronta
adjudicacidén de los pleitos, a la misma vez que le da
certeza a los ©procedimientos 'y promueve la economia
procesal, al advertirle a la parte perdidosa que el término
para apelar o presentar recurso de certiorari no ha sido

interrumpido. El Mundo, Inc. v. Tribunal Superior, supra.

Véase, ademds, Regla 1 de Procedimiento Civil. Sobre este

particular en Castro v. Sergio Estrada Auto Sales, Inc.,

6 Este caso se resolvié al amparo de la Regla 47 de

Procedimiento Civil de 1958, que era sustancialmente igual
a la actual Regla 47.1 de Procedimiento Civil de 1979.



CC-2000-1036 7

res. el 22 de septiembre de 1999, 149 D.P.R. (1999),
99 TSPR 143, 99 JTS 147, a la pag. 72, expresamos que:

La Regla 47 evidencia la intencidén de lograr un
adecuado balance entre, por un lado, 1) proveer
la oportunidad para que un tribunal
sentenciador pueda realizar la significativa
tarea de corregir cualquier error gque haya
cometido al dictar la sentencia o resolucidn y
por otro, 2) evitar que el medio procesal de la
reconsideracidén se convierta en una via para
dilatar injustificadamente la ejecucidén de un
dictamen Jjudicial. Véase, ademéds, Lagares
Pérez v. E.L.A., supra.

Ahora bien, no podemos leer e interpretar la Regla 47.1
de forma aislada. En la situacidén procesal que hoy nos
ocupa, debemos considerarla conjuntamente con las Reglas
46, 65.3 y 67 sobre notificacién. Reiteradamente hemos
resuelto que *“[l]os remedios postsentencia son provistos
por el ordenamiento procesal civil mediante estatutos...
por ello forman parte del debido proceso de ley.” Falcdn

Padilla v. Maldonado Quirds, 138 D.P.R. 983, 989-990 (1995)

(Citas omitidas.) En consecuencia, la falta de una
notificacién adecuada y a tiempo de cualquier resoluciédn,
orden o sentencia, podria afectar el derecho de una parte a
cuestionar la resoluciédn, orden o sentencia dictada,
enervando asi las garantias del debido proceso de ley.

Falcén Padilla v. Maldonado Quirds, supra.

Por su parte, la Regla 65.3(a) dispone que
“[i]lnmediatamente después de archivarse en autos copia de
una [resolucidn], orden o sentencia, el secretario
notificara de tal archivo a todas las partes gque hubiesen
comparecido en el pleito en la forma preceptuada en la
Regla 67. E1l depdsito de la notificacidn en el correo sera
aviso suficiente a todos 1los fines para los cuales se
requiera por estas reglas una notificacidén del archivo de

la [resolucidn], orden o sentencia.” La Regla 46 a su vez

establece que, si la fecha de archivo en autos de copia de
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la notificacién de la resolucidédn u orden es distinta a la
del depdsito en el correo de dicha notificacidén, el término
para cumplir con dicha resolucién u orden se calculard a
partir de 1la fecha del depdsito en el correo. La
importancia de la notificacidén de una resolucién u orden
para que ésta surta efecto no debe ser menospreciada. Para
que lo determinado por el tribunal en una resolucién u
orden surta efecto, el debido proceso de ley requiere, como
minimo, que se le notifique a las partes de dicha
resolucién u orden. S6lo asi pueden las partes advenir en
conocimiento de lo que el tribunal ha resuelto y ordenado y
pueden oportunamente solicitar los remedios gque entienden
procedentes. De otro modo, las partes podrian verse
afectadas de forma adversa por algo que desconocen.

La correcta vy oportuna notificacién de las

[resoluciones], érdenes y sentencias es
requisito sine qua non de un ordenado sistema
judicial. Su omisién puede conllevar graves
consecuencias, ademds de crear demoras e
impedimentos en el proceso judicial.... Resulta

indispensable % crucial que se notifique
adecuadamente de una determinacidén sujeta a
revisidén Jjudicial a todas las partes cobijadas
por tal derecho. Falcén Padilla v Maldonado
Quirds, supra, pag. 993; J.A. Cuevas Segarra,
supra, Cap. X, Regla 65.3, pags. 1138-1139.

De todo 1lo antes expuesto se puede colegir con
meridiana claridad, que hasta que no se notifica
adecuadamente a las ©partes una resolucién, orden o
sentencia, ésta no surte efectos y los distintos términos
que de ella dimanan no comienzan a decursar. Adjudicarle
efectos procesales a una determinacidn judicial no
notificada trastocaria el andamiaje procesal y socavaria
los cimientos del debido proceso de ley. Dificilmente se le
puede exigir a una parte qgque actue con diligencia y de
acuerdo con el estado procesal del caso, si ésta 1lo

desconoce por no habérsele notificado el mismo. Hasta que
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no se notifique adecuadamente a las partes una resolucidén u
orden, ésta no surtira efecto.

Resumiendo: la notificacién es parte integral de 1la
actuacidén judicial, por lo tanto, para que una resolucidén u
orden surta efecto, ésta tiene que ser, no solamente
emitida por un tribunal con jurisdiccidén, sino también
notificada a las partes, ya que es a partir de 1la
notificacién que comienzan a decursar 1los términos
establecidos en la misma y la determinacién afectard el
estado procesal del caso.

B. APLICACION DE LAS NORMAS PROCESALES A LOS HECHOS

Inconforme con la determinacién del tribunal de
instancia y entendiendo que éste se habia equivocado, el
demandado peticionario, sefior Cardona Rivera, optd por
presentar una mocidén de reconsideracidén para asi brindarle
la oportunidad a dicho foro de corregir lo que estimaba era
un error. Esto lo hizo dentro del término Jjurisdiccional
de quince (15) dias establecido en 1la Regla 47.1. Asi
comenzd su azaroso peregrinaje a través de la madeja
procesal que uUltimamente parece haber adquirido vida propia
en nuestro sistema judicial.

A pesar de haber presentado su mocidén a tenor con 1lo
dispuesto en las Reglas de Procedimiento Civil, la
Secretaria del tribunal de instancia se la devolvibd.
Aparentemente por equivocacidn creyeron dgue era necesario
que se adhirieran a dicha mocidén cuarenta ddélares ($40.00)
en sellos de rentas internas. Diligentemente la
representacidédn legal del sefior Cardona Rivera se comunicéd
con la Secretaria del tribunal y logrdé aclarar el asunto.
Le instruyeron que volviera a presentar la mocidén que le
habia sido devuelta, la misma qgque aparecia sellada con la

fecha anterior. Asi lo hizo.
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El 4 de abril de 2000, faltando sdélo tres (3) dias
para finalizar el término Jjurisdiccional de treinta (30)
dias para presentar un recurso de apelacién y ante la
aparente inaccién del foro de instancia y posibilidad de
perder su derecho a la revisién en alzada, el demandado
peticionario, sefilor Cardona Rivera, decididé apelar al
Tribunal de Circuito. Para asegurase gQue su recurso
quedase perfeccionado en tiempo, personalmente radicd una
copia en el tribunal de instancia y envidé otra por correo
certificado con acuse de recibo a la otra parte. Ese mismo
dia, 4 de abril de 2000, mientras realizaba estas
gestiones, el foro de instancia decidié considerar 1la
mocidédn de reconsideracién, solicitdandole a la parte
contraria que se expresara sobre la misma. De esto, sin
embargo, el peticionario no se enterd, pues la mocidn no
fue notificada por correo hasta el 6 de abril de 2000, un
(1) dia antes de wvencer el término Jjurisdiccional para
recurrir en alzada.

El Tribunal de Circuito resolvidé errdneamente gue
bastaba con que el foro de instancia hubiese emitido una
resolucién considerando la mocidén de reconsideracidn para
que el término para apelar se interrumpiese, esto
independientemente de cuando la misma fuese notificada. E1
estado de incertidumbre que esto crea milita en contra del
propdésito de la propia Regla 47.1 de proveerle a la parte
perdidosa la certeza sobre cuando el término para recurrir
en apelacidén ha quedado interrumpido y promover de esta
forma la economia procesal al evitar que la parte
perdidosa, ante la incertidumbre de si se ha interrumpido
el término o no, presente un escrito de apelacidén que luego

podria tornarse en prematuro por la notificaciédn, posterior
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o simultdnea, de la resolucidén considerando la mocidn de
reconsideracién.

La postura adoptada por el Tribunal de Circuito tiende
a crear situaciones insostenibles, totalmente contrarias a
los propdésitos de las normas procesales de promover la
solucidén Jjusta, rapida y econdmica de los conflictos vy
controversias. Mas aun, propicia el retorno de nuestro
derecho procesal al juego de astucias y tretas que fue tan
criticado y condenado en el pasado. Esta posicién fomenta
la presentacidén de recursos apelativos que resultaran
prematuros una vez se notifique la resolucidén del tribunal
considerando la mocién de reconsideracién. Ni las partes,
ni los foros apelativos sabrdn cudndo sucederd esto, pues
el tribunal de instancia no tiene término para llevar a
cabo la notificaciédn. Por lo tanto, en las Secretarias de
instancia donde hay méds atrasos o donde se procesan la
mayor cantidad de los casos, habrd mayor incertidumbre.

De otra parte, se podria dar la situacidén de que la
notificacién de la resolucidén considerando la mocidén de
reconsideracidn, se haga después que el foro apelativo haya
resuelto el caso revocando la determinacidén de instancia.
No debemos permitir la posibilidad de qgue esta indeseable
situacidén suceda. Ademds, fomentar la presentacién de
recursos por miedo de que se pueda perder el derecho a la
revisién en alzada, milita en contra de 1la economia
procesal pues sobre un mismo asunto se va a ocupar el
personal de dos (2) Secretarias, la de instancia y la del
Tribunal de Circuito, y el tiempo de por lo menos cuatro
(4) Jjueces, uno (1) de instancia vy tres (3) del foro
apelativo. Todo esto sin contar con el tiempo gque habran
de invertir los abogados vy su personal, todo ello en

gestiones totalmente innecesarias e inutiles. No podemos
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ser participes en fomentar este tipo de consecuencias
procesales tan contrarias al debido proceso de ley vy la
funcidén de la Rama Judicial.

En el caso ante nuestra consideracidén se estad
penalizando al demandado peticionario, el sefior Cardona
Rivera, por su diligencia. La determinacién del Tribunal
de Circuito resulta contraria al principio cardinal del
derecho procesal de que la justicia ha de dispensarse por
los tribunales de forma  justa, rapida y econdmica.
Entendemos que para que la consideracidén de una mocidén de
reconsideracidén tenga el efecto de interrumpir el término
jurisdiccional para recurrir en alzada es necesario, no
solamente que el tribunal la considere antes de que
transcurra el término para recurrir en alzada o gque una de
las partes haya presentado un recurso en el foro apelativo,
sino qgue es necesario que esta determinacidén se notifiqgue
también antes de que hayan ocurrido estos eventos
procesales.

Por 1las razones que anteceden entendemos que el
recurso de apelacidn presentado por el demandado
peticionario, sefior Cardona Rivera, ante el Tribunal de
Circuito no fue presentado prematuramente.

Pasemos ahora a examinar el segundo planteamiento: la
alegacidén de que el recurso no se perfecciond dentro de
término jurisdiccional de treinta (30) dias establecido por

ley, ya que en el apéndice no se incluydé el Informe del
Oficial Examinador de Pensiones Alimentarias.

ITI

A. EL INFORME DEL OFICIAL EXAMINADOR DE PENSIONES
ALTIMENTARIAS

A tenor con lo dispuesto en el Art. 18 (5) de la Ley
Organica de Sustento de Menores, Ley Num. 16 de 30 de

diciembre de 1986, segun enmendada, 8 L.P.R.A. sec. 517,
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sobre la tramitacién del procedimiento administrativo
expedito, “Tell informe de un Examinador incluird
determinaciones de hechos, conclusiones de derecho vy
recomendaciones sobre la pensidén alimenticia.” El foro de
instancia, por su parte, “podra hacer suyas las
determinaciones, conclusiones y recomendaciones del
Examinador o hacer sus propias determinaciones de hecho o
conclusiones de derecho con o sin vista previa y emitir 1la
orden, resolucidédn o sentencia que corresponda la cual sera
notificada al alimentante y alimentista o al Secretario de
la Familia, segun sea el caso.” (Enfasis suplido.)

Al amparo de estas disposiciones la mayor parte de las
distintas Regiones Judiciales en la Isla han interpretado
que una vez el tribunal considera el Informe del Examinador
de Pensiones Alimentarias y emite su resolucidén, orden o
sentencia, vya fuere fijando 1la pensidén, modificandola o
denegando lo solicitado, Jjunto con 1la determinacién del
tribunal se le notifica a las partes el Informe para dque
éstas, de asi desearlo, puedan recurrir al tribunal
apelativo en revisién de dicha determinacidn. El Informe
entonces se une y se hace formar parte del expediente del
caso en el tribunal.

Este procedimiento, sin embargo, no se sigue en la
Regién Judicial de Bayamén.' En dicha Regidén, aunque el
Informe forma parte del expediente del caso en el tribunal,
y las partes aparentemente tienen acceso al mismo, el
Informe en si no se les notifica. Sélo se les dard una

copia si el juez asi lo autoriza.®

7 Esta informacién 1la obtuvimos de 1la Oficina de la
Administracién de 1los Tribunales (OAT). También se nos
indicé que el procedimiento tampoco se sigue en la Regidén
Judicial de Arecibo.
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En el caso de autos, tanto en la peticidén de
certiorari como en su alegato, el peticionario, seflor
Cardona Rivera, nos informa que a pesar de que el foro de
instancia fi56 la pensidn alimentaria tomando en
consideracidén el Informe del Oficial Examinador, como éste
no se hizo formar parte de la “Resolucién” emitida por el
tribunal, no se le notificd a las partes copia del mismo.

Sobre este particular la parte demandante recurrida,
sefilora Caro Ortiz, se limita a indicar que es dentro del
contexto del ©presente recurso de certiorari donde por
primera vez el demandado peticionario argumenta sobre la
falta de notificacidn del Informe. Claro estd, ésta es
también la primera vez que surge la necesidad de que el
sefilor Cardona Rivera haga este planteamiento.

Entendemos que la practica seguida en la Regidn
Judicial de Bayamén de no notificar los Informes del
Oficial Examinador de Pensiones Alimentarias a menos due
éste se haga formar parte de la resolucidn, orden o
sentencia que dicte el tribunal, debe descontinuarse. Como
regla general, las partes tienen derecho a dque se les
notifique todo documento que el tribunal toma en
consideracién para llegar a su determinaciédn. S6lo asi
podrdn éstas efectivamente ejercer su derecho a una
adecuada revisidén de esa determinacién por los foros
apelativos. También, como regla general, no se le debe
exigir a una parte que, como requisito jurisdiccional para
el perfeccionamiento de un recurso, incluya en el apéndice

un documento que no tiene por no habérsele notificado.

8 Aparentemente en esta Regidén Judicial, el Informe del

Oficial Examinador de Pensiones Alimentarias se considera
un documento confidencial del cual ni siquiera las partes
pueden obtener copia sin la autorizacidén del tribunal, esto
independientemente del hecho de que el tribunal 1lo haya
utilizado como base para sus determinaciones de hecho y
conclusiones de derecho.
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Resumiendo: como requisito minimo del debido proceso
de 1ley y como regla general, a wuna parte hay que
notificarle de todo documento que el tribunal tome en
consideracién para resolver el caso o incidente de que se
trate. Sélo asi podran ejercer efectivamente su derecho
estatutario a una revisién en los foros apelativos.

v

Por todo lo antes expuesto, resolvemos que el Tribunal
de Circuito se equivocd al concluir que la apelacidn
presentada ante su consideracidén por el peticionario, sefor
Cardona Rivera, fue prematura y, por lo tanto, procedia su
desestimacidn. Tampoco es correcta, bajo las
circunstancias especificas de este caso, su determinaciédn
de que en el apéndice del recurso habia que incluir una
copia del Informe del Oficial Examinador de Pensiones
Alimentarias para que éste quedara adecuadamente
perfeccionado. En consecuencia, se revoca el dictamen y se
devuelve el caso para dgque continuen los procedimientos de

forma compatible con lo aqui resuelto.

Miriam Naveira de Roddn
Juez Asociada
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EN EL TRIBUNAL SUPREMO DE PUERTO RICO

Liana Caro Ortiz

Recurrida

V.

CC-2000-1036

Alfredo Cardona Rivera

Peticionario

SENTENCIA

San Juan, Puerto Rico a 11 de febrero de 2003

Por los fundamentos expuestos en la Opinidn
que antecede, se revoca el dictamen emitido por
el Tribunal de Circuito de Apelaciones vy se
devuelve el caso para qgue continten los
procedimientos de forma compatible con lo aqui
resuelto.

Lo pronuncié, manda el Tribunal y certifica
la Secretaria del Tribunal Supremo. El Juez

Asociado seflor Rivera Pérez disiente con Opinidn

escrita. El Juez Asociado sefor Corrada del Rio
disiente sin Opinidén escrita.

Patricia Otén Olivieri
Secretaria del Tribunal Supremo
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EN EL TRIBUNAL SUPREMO DE PUERTO RICO

Liana Caro Ortiz
Recurrida
V.
CC-2000-1036 Certiorari

Alfredo Cardona Rivera

Peticionario

Opinidén Disidente emitida por el Juez Asociado sefior Rivera

Pérez.

San Juan, Puerto Rico, a 11 de febrero de 2003.

El peticionario, sefior Alfredo Cardona Rivera,
recurre ante esta Curia de una sentencia emitida el
Tribunal de Circuito de Apelaciones en un recurso
de apelacién. Ese foro apelativo intermedio
desestimdé el recurso de apelacidén por ser prematuro
y porque no se incluydé en su apéndice el informe
rendido por el Examinador de Pensiones
Alimenticias. La Mayoria determina revocar la
sentencia recurrida, por entender que el recurso de
apelacidén presentado ante el Tribunal de Circuito
de Apelaciones no era prematuro, y porque no era

necesaria la inclusidén de copia del referido
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informe en el apéndice gque acompahd tal recurso

para perfeccionar su presentacidn. Disentimos.
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El 31 de agosto de 1998, 1la sefiora Liana Caro Ortiz
presentd ante el Tribunal de Primera Instancia, por derecho
propio, wuna solicitud de aumento de pensidén alimenticia
contra su ex-esposo, el senor Alfredo Cardona Rivera.’
Luego de varios tramites procesales, el foro de primera
instancia dictdé el 7 de marzo de 2000 una resolucidén, en la
cual aumentd la pensidén alimenticia a la suma de mil
sesenta y seis ddlares con trece centavos ($1066.13)
mensuales. Se archivd en autos copia de su notificacién el
10 de marzo de 2000.%° El 21 de marzo de 2000, el sefior
Alfredo Cardona Rivera presentd una mocioén de
reconsideracién ante el Tribunal de Primera Instancia.'’ E1
4 de abril de 2000, el aqui peticionario, sefor Alfredo
Cardona Rivera, presentd un recurso de apelacidén ante el
Tribunal de Circuito de Apelaciones solicitando gque se
revocara la determinacidn del Tribunal de Primera
Instancia, ©porque la pensidén alimenticia impuesta era
excesiva.!? Ese mismo dia, el Tribunal de Primera Instancia
acogidé la mocidén de reconsideracidén y le ordend a la parte
demandante que expusiera su posicidén sobre la referida
mocidén. Se notificé a las partes copia de esa orden el 6
de abril de 2000.%° Finalmente, ese Tribunal declardé no ha

lugar la solicitud de reconsideracién, mediante orden

° Apéndice del recurso de Certiorari, pag. 9
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emitida el 17 de mayo de 2000, la cual se notificdé a las
partes el 22 de mayo del mismo afio. "

La parte apelada, sefiora Liana Caro Ortiz, presentd
una "Mocidén de Desestimacién" ante el Tribunal de Circuito
de Apelaciones el 28 de abril de 2000, solicitando la
desestimacidén del recurso de apelacidn, por ser prematuro.

El Tribunal de Circuito de Apelaciones desestimé el
recurso de apelacidén, mediante resolucidén emitida el 8 de
noviembre de 2000, copia de cuya notificacién se archivd en
autos el 14 de noviembre de 2000.%° El foro apelativo
intermedio fundamentd su desestimacidén en que el recurso de
apelacién era prematuro, por haberse acogido por el
Tribunal de Primera Instancia la mocidén de reconsideracidn
presentada dentro del término jurisdiccional dispuesto por
ley para ello. Concluyd, ademds, que el apéndice del
recurso de apelacién estaba incompleto, porque no se
incluydé copia del informe rendido por el Examinador de
Pensiones Alimenticias.

Inconforme, el sefior Alfredo Cardona Rivera recurre

oportunamente ante nos, mediante recurso de Certiorari,

seflalando como error cometido por el Tribunal de Circuito
de Apelaciones lo siguiente:
Erré el Tribunal de Circuito de Apelaciones al
declararse sin Jjurisdiccidédn por ser prematuro el
recurso de apelacién.
II
iSe presenté prematuramente el recurso de apelacidn

ante el Tribunal de Circuito de Apelaciones? Contestamos

dicha interrogante en la afirmativa. Veamos.

4 id., pag. 23.
3 id., pag. 26.

6 fd4., pags. 15-21.
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En el caso ante nuestra consideracién se recurrid ante
el Tribunal de Circuito de Apelaciones de una sentencia
emitida por el Tribunal de Primera Instancia referente a un
aumento de pensién alimenticia.” El término jurisdiccional
establecido por ley para recurrir de ese dictamen es de
treinta (30) dias, contados a partir del archivo en autos de

8
Una vez

copia de la notificacién de 1la sentencia.’
transcurrido tal término, sin que se haya interpuesto el
correspondiente recurso de apelacién, la sentencia se
convierte en final, firme e inapelable, ya que el foro
apelativo intermedio no tiene jurisdiccién para resolver el

9

Z - 1 s . . . . .
recurso en sus meéritos. Un término Jjurisdiccional es

fatal, improrrogable e insubsanable.”

Sin embargo, existen
mecanismos procesales, cuya utilizacién tiene el efecto de
interrumpir ese término. Entre ellas se encuentra la mocidn

de reconsideracién a ser presentada oportunamente ante el

Tribunal de Primera Instancia.”

17 Aunque el Tribunal de Primera Instancia tituldé su

determinacién como "Resolucidén", 1lo cierto es que por
tratarse de un caso en que se solicita el aumento de una
pensién alimenticia previamente establecida, el dictamen
constituye wuna sentencia para todos los fines. Véase
Figueroa v. Del Rosario, 147 D.P.R. 121 (1998).

® Articulo 4.002(a) de la Ley de la Judicatura de 1994,
segun enmendada, 4 L.P.R.A. sec. 22k(a); Regla 53.1 de
Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. III, R. 53.1; y 1la
Regla 13(A) del Reglamento del Tribunal de Circuito de
Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-A, R. 13 (A).

1 Rodriguez v. Syntex P.R., Inc., res. el 21 de junio de
1999, 99 T.S.P.R. 97, 148 D.P.R. (1999), 99 J.T.S. 99.
20 Martinez, Inc. v. Abijoe Realty Corp., res. el 5 de

diciembre de 2000, 2000 T.S.P.R. 73, 151 D.P.R.
(2000) , 2000 J.T.s. 85.

2L A esos efectos, la Regla 53.1(g) de Procedimiento Civil,

32 L.P.R.A. Ap. III, R. 53.1(g), dispone lo siguiente:

(g) Interrupcidén del término para apelar.-El
transcurso del término para apelar se
interrumpira por la oportuna presentacién de una
mocién formulada de acuerdo con cualquiera de las
reglas que a continuacién se enumeran, y el
referido término comenzard a contarse de nuevo
desde que se archive en autos copia de 1la
notificacién de cualquiera de las siguientes
6rdenes en relacidén con dichas mociones:
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Dicho mecanismo procesal estad contemplado por la Regla

La parte adversamente afectada por una
resolucidén, orden o sentencia del Tribunal de
Primera Instancia podrda, dentro del término de
quince (15) dias desde la fecha de la
notificacién de la resolucidén u orden o, desde la
fecha del archivo en los autos de una copia de la
notificacién de la sentencia, presentar una
mocidén de reconsideracidén de la resolucidn, orden

o sentencia. El tribunal, dentro de 1los diez
(10) dias de haberse presentado dicha mocién,
deberd considerarla. Si la rechazare de plano,

el término para apelar o presentar un recurso de
certiorari se considerard como que nunca fue
interrumpido. Si se tomare alguna determinacién
en su consideracién, el término para apelar o
presentar un recurso de certiorari con término
jurisdiccional ante el Tribunal de Circuito de
Apelaciones empezarid a contarse desde la fecha en
que se archiva en los autos wuna copia de 1la
notificacién de 1la resolucién del tribunal
resolviendo definitivamente la mociédn. Por otro
lado, si se tomare alguna determinacién en 1la
consideracién de una mocién de reconsideracién,
el plazo para presentar un recurso de certiorari
con término de cumplimiento estricto ante el
Tribunal de Circuito de Apelaciones empezaria a
contarse desde la fecha en que se notifica la
resolucién del tribunal resolviendo
definitivamente la mocidén. Si el tribunal dejare
de tomar alguna accidén con relacidén a la mocidn
de reconsideracidén dentro de los diez (10) dias
de haber sido presentada, se entenderda dque la
misma ha sido rechazada de plano. (Enfasis
nuestro.)

El propdésito de esta regla es permitir que aquella

afectada por wuna determinacién del Tribunal de

Primera Instancia le solicite a ese foro que modifique 1la

22 32

(1)

(2) En las apelaciones al Tribunal de
Circuito de Apelaciones provenientes del Tribunal
de Primera Instancia, resolviendo definitivamente
una mocidén de reconsideracidén sujeto a lo
dispuesto en la Regla 47 [de Procedimiento
Civill]. (Enfasis nuestro.)

(3)
(4)

L.P.R.A. Ap. III, R. 47.
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misma.??® Sin embargo, este mecanismo procesal fue utilizado

por mucho tiempo por los abogados para dilatar la solucién

de 1los pleitos.? Por esa razén, la Regla 47 de
Procedimiento Civil, supra, encierra dos principios

importantes, a saber: (1) la mera presentacién de la mociédn
no interrumpirid el término para recurrir de la sentencia,
orden o resolucién ante un tribunal apelativo, excepto que
la misma sea acogida por el tribunal; y (2) si transcurre
un numero de dias sin que el tribunal acoja la referida
mocién, se considera que fue rechazada de plano.?®> La antes
mencionada regla busca otorgarle al Tribunal de Primera
Instancia la oportunidad de corregir cualquier error dque
haya cometido y, a su vez, evitar que se utilice ese
mecanismo para dilatar la resolucidén de los pleitos.?®

Una mocidén de reconsideracién que ha sido presentada
oportunamente y acogida por el Tribunal de Primera
Instancia dentro del término de diez (10) dias que
establece la Regla 47 de Procedimiento Civil, supra,
interrumpe el término Jjurisdiccional para recurrir de una

sentencia dictada por ese Tribunal.?’ En Lagares v. E.L.A.,

supra, establecimos que si el Tribunal de Primera Instancia

acoge una mocidén de reconsideracidén, presentada contra una

23 castro v. Sergio Estrada Auto Sales, Inc., res. el 22 de
septiembre de 1999, 99 T.S.P.R. 143, 149 D.P.R.
(1999), 99 J.T.S. 147.

2 1d.

?’ Regla 53.1(g) de Procedimiento Civil, supra; Pérez v. VPH

Motor Corp., res. el 3 de noviembre de 2000, 2000 T.S.P.R.

165, 152 D.P.R. ___ (2000), 2000 J.T.S. 177; Castro v.
Sergio Estrada Auto Sales, Inc., supra; Lagares v. E.L.A.,
144 D.P.R. 601 (1997); Ortiz v. Adm. Sist. de Retiro Emp.
Gob., 147 D.P.R. 816 (1999); Soc. de Gananciales v.

Sdnchez, res. el 18 de mayo de 1999, 99 T.S.P.R. 76, 148
D.P.R. (1999), 99 J.T.S. 82.
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sentencia dictada por dicho Tribunal, fuera del referido
término de diez (10) dias, pero dentro del término
jurisdiccional dispuesto por ley para recurrir de dicha
sentencia, éste Ultimo queda interrumpido. Hemos
establecido, ademas, que el Tribunal de Primera Instancia
retiene su Jjurisdiccidédn para reconsiderar una sentencia
final que haya emitido, si no ha transcurrido el plazo
jurisdiccional para recurrir de la misma, o no se ha
presentado ante el Tribunal de Circuito de Apelaciones el
correspondiente recurso de apelacién.28 No obstante, 1la
mera presentacién del recurso de apelacién ante el foro
apelativo intermedio no tiene el efecto de privar de su
jurisdiccién al Tribunal de Primera Instancia, a los
efectos de reconsiderar la sentencia que dictara.? Para
que el Tribunal de Primera Instancia pierda la jurisdiccién
sobre el pleito, se hace necesario que el recurso de
apelacién ante el Tribunal de Circuito de Apelaciones se
haya presentado conforme a las disposiciones estatutarias y
reglamentarias que gobiernan el perfeccionamiento de su
presentacién.?* De 1lo contrario, el Tribunal de Primera
Instancia puede reconsiderar la sentencia dictada, porque

1 Una vez

conserva su jurisdiccidén sobre el caso.’
interrumpido el término para recurrir de la sentencia, por
haberse acogido debidamente la mocidén de reconsideracién en
el Tribunal de Primera Instancia, el término jurisdiccional

para recurrir de la sentencia comienza a transcurrir

nuevamente en el momento en que se archive en autos copia

28 pagadn v. Alcalde Mun. de Catafio, 143 D.P.R. 314 (1997).

2% {d.
30 {4.

3 1d.
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de la notificacién de la resolucién resolviendo
definitivamente la mocién.?>?

Segun discutiéramos anteriormente, cuando el Tribunal
de Primera Instancia acoge oportunamente una mocidén de
reconsideracién de una sentencia dictada por éste, esta
ejerciendo y reteniendo su jurisdiccidén sobre el caso que
tuvo ante su consideracién.?’ Una vez se interrumpe el
término para interponer un recurso de apelacién ante el
Tribunal de Circuito de Apelaciones mediante la
presentacién de una mocién de reconsideracién, debidamente
acogida por el foro de primera instancia, el recurso de
apelacidén interpuesto ante el foro apelativo intermedio es
prematuro y este Ultimo foro carece de jurisdiccidén para
considerarlo.? El Tribunal de Circuito de Apelaciones
tiene que ser celoso en asegurarse de no considerar un
recurso de apelacién presentado prematuramente. Ese
Tribunal es guardidn de su jurisdiccién.?’

El caso ante nuestra consideracién presenta una
situacién muy particular, 1la cual merece una atenciédn
cuidadosa. El Tribunal de Primera Instancia acogié 1la
mocién de reconsideracién presentada por el demandado de
autos, mediante orden dictada el 4 de abril de 2000,
notificada a las partes el 6 de abril de 2000. Ese mismo
dia, 6 de abril de 2000, el demandado de autos presentéd

ante el Tribunal de Circuito de Apelaciones el recurso de

32 Lagares v. E.L.A., supra.

33 id.
34 pueblo v. Santana Rodriguez, res. el 25 de mayo de 1999,
99 T.S.P.R. 81, 148 D.P.R. (1998), 99 J.T.S. 86; ¥y
Herndndez v. Marxuach Const. Co., 142 D.P.R. 492 (1997).

35 Julid et als v. Epifanio Vidal, S.E., res. el 14 de

febrero de 2001, 2001 J.T.s. 15, 153 D.P.R. (2001),
2001 J.T.s. 18.
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apelacién contra la sentencia dictada en su contra. No
tenemos constancia de la hora en la que el Tribunal de
Primera Instancia dicté la orden acogiendo la mocidén de
reconsideracién. No obstante, debido a la hora en que se
radicé el recurso de apelacidén, es posible que el foro de
primera instancia ejercitara su Jjurisdiccién antes de
presentarse la apelacién ante el Tribunal de Circuito de
Apelaciones. Noétese, que la apelacidén se presentdé en horas
de la tarde, por lo que el Tribunal de Primera Instancia
tuvo la oportunidad de ejercitar su jurisdiccidén antes de
haberse presentado el recurso.>® Tampoco surge de los autos
que el demandado de autos hubiese presentado copia del
recurso de apelacién en 1la Secretaria del Tribunal de
Primera Instancia ese mismo dia, por lo que es razonable
concluir que ese foro desconocia de la presentacién del
recurso.’’

Ahora bien, ;qué efecto tuvo, sobre la cuestién de
prematuridad del recurso de apelacién, el hecho de que 1la
orden acogiendo la mocidén de reconsideracidén se notificara
a las partes luego de presentarse el recurso de apelacién
ante el Tribunal de Circuito de Apelaciones? Entendemos
que ninguno.

La Mayoria sostiene que para que la consideracién por
el Tribunal de Primera Instancia de una mocidén de
reconsideracién tenga el efecto de interrumpir el término
jurisdiccional para recurrir en apelacién al Tribunal de
Circuito de Apelaciones es necesario, no sdélo que el foro

primario la considere antes de que transcurra el término

3¢ pel expediente ante nos surge que el recurso de apelacién
se presentd en la Secretaria del Tribunal de Circuito de
Apelaciones a las 2:26 de la tarde.

37 véase Regla 14 (B) del Reglamento del Tribunal de Circuito

de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-A, R. 14(B).
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para recurrir en alzada o que una de las partes haya
presentado un recurso en el foro intermedio apelativo, sino
que es necesario que esta determinacién se notifique a las
partes antes de que hayan concurrido estos eventos
procesales. Concluye, que la notificacidén a las partes de
esa determinacién del Tribunal de Primera Instancia es
parte integral de la actuacién judicial. Afiade, que para
que la resolucién u orden emitida por el Tribunal de
Primera Instancia considerando una mocidn de
reconsideracién presentada surta el efecto interruptor del
referido término jurisdiccional, ésta tiene que ser emitida
por ese Tribunal con jurisdiccién, y ademas notificada a
las partes antes de <que transcurra el mismo. No
compartimos tal éptica. Veamos.

El efecto del archivo en autos de copia de 1la
notificacién de una sentencia final del Tribunal de Primera
Instancia, es que comienza a transcurrir en ese momento el

término para apelar una determinacidén que ya fue tomada por

el Tribunal.3® De la misma forma, la notificacién a las

partes de una resolucién u orden interlocutoria emitida por
el Tribunal de Primera Instancia demarca el comienzo del
término de cumplimiento estricto dispuesto por ley para
revisar tal determinacién ante el Tribunal de Circuito de

Apelaciones, mediante el recurso de certiorari.>’ El

archivo en autos de copia de 1la notificacién de la
sentencia final dictada por el Tribunal de Primera

Instancia o la notificacidén a las partes de una resolucién

3 Rodriguez et als. v. A.R.Pe., res. el 26 de agosto de

1999, 99 T.s.P.R. 131, 149 D.P.R. (1999), 99 J.T.S.
136; Garcia Claudio v. Garcia Guevara, 145 D.P.R. 659
(1998) .

3 Articulo 4.002(a) de la Ley de la Judicatura de 1994,
segun enmendada, 4 L.P.R.A. sec. 22k(f).
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u orden interlocutoria emitida por ese Tribunal, es un
procedimiento ministerial de Secretaria, posterior al acto
judicial. La actuacidén judicial le corresponde
exclusivamente al Tribunal de Primera Instancia y no a su
Secretaria.?®’ Por lo tanto, acogida mediante orden del
Tribunal de Primera Instancia la mocién de reconsideracién
el 4 de abril de 2000, es en ese momento que el Tribunal
realizé su acto judicial de acoger la mocién y no
posteriormente cuando la Secretaria notificé a las partes y
archivé en autos copia de la notificacién. El caracter
posterior y accesorio del acto de archivo en autos de copia
de la notificacién de sentencias finales, o de 1la
notificacién a las partes de resoluciones y O6rdenes
dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, se puede
apreciar claramente en la Regla 24 de las Reglas para la
Administracién del Tribunal de Primera Instancia. Dicha

regla dispone, en su inciso (e),*

que el Secretario debera
notificar a las partes y archivar en autos copia de 1la
notificacién de una providencia 3judicial en 1los casos
apropiados, dentro de los diez (10) dias de haberla
recibido en Secretaria.?? Por lo antes expuesto, concluimos
que el Tribunal de Primera Instancia tenia Jjurisdicciédn
para acoger la mocién de reconsideracién, ya que no habia
transcurrido el término jurisdiccional para recurrir de su

sentencia ante el Tribunal de Circuito de Apelaciones

mediante apelacidén, ni se habia interrumpido con 1la

40 Jones v. Celotex Corp., 857 F.2d 273 (1988); Weedon v.
Gaden, 419 F.2d 303 (1969); Pure 0Oil Co. v. Boyne, 370 F.2d
121 (1966); Burke v. C.I.R., 301 F.2d. 903 (1962); 11
Wright and Miller, Federal Practice and Procedure 2d, Sec.
2781 (1995).

‘. 4 L.P.R.A. Ap. II-B, R. 24(e).

* La notificacién a las partes de la orden se realizd antes

de vencer el término Jjurisdiccional para recurrir de 1la
sentencia.
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presentacién de tal recurso ante el Tribunal de Circuito de
Apelaciones.

La interpretacién que le imparte la Mayoria a este
asunto tiene el indeseable efecto de que una mocién de
reconsideracién presentada ante el Tribunal de Primera
Instancia surte efecto interruptor del término
jurisdiccional para recurrir mediante apelacién ante el
Tribunal de Circuito de Apelaciones, no cuando ese Tribunal
decide considerarla por resolucién u orden, sino cuando la
Secretaria notifica a las partes su actuacidén judicial. O
sea, que si el Tribunal de Primera Instancia dicta su
resolucién u orden acogiendo la mocidén de reconsideracidn
el dia numero treinta (30) del término jurisdiccional para
apelar al Tribunal de Circuito de Apelaciones, pero 1la
Secretaria de ese Tribunal la notifica a las partes al otro
dia, o sea, el dia numero 31, el efecto de la norma pautada
por este Tribunal es que dicho término jurisdiccional no
fue interrum.pido.43 En otras palabras, que lo determinante
para efectos de la interrupcién de dicho término
jurisdiccional, segin la Mayoria, no es 1la referida
resolucién u orden del Tribunal de Primera Instancia, sino
la gestidén de su Secretaria de notificarla, cuando tal
notificacién no demarca el comenzar nuevamente del
transcurrir del término jurisdiccional, sino el archivo en
autos de 1la notificacién a las partes de la resolucidén
resolviendo definitivamente la mocién de reconsideracidn.
No podemos compartir tal visidén, porque entonces 1la
interrupcién del referido término jurisdiccional dependeria

de la Secretaria del Tribunal de Primera Instancia y no de

3 Para evitar tal anomalia, la norma pautada por la Mayoria
le impone a la Secretaria del Tribunal de Primera Instancia
el deber de notificar a las partes dicha resolucidén u orden
inmediatamente.
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este ultimo, dando al traste con la norma sentada por este

Tribunal en Lagares v. E.L.A., supra.

El deficiente diseno de nuestra Regla 47 de
Procedimiento Civil, supra, produjo la anomalia de que al
presentarse una mocién de reconsideracién ante el Tribunal
de Primera Instancia, que no hay constancia para las partes
que haya sido acogida al dia numero 30 del término
jurisdiccional para apelar la sentencia final dictada por
ese Tribunal, obliga al promovente de la misma a presentar
el recurso de apelacidén ante el Tribunal de Circuito de
Apelaciones antes de vencido el referido término, para
preservar su derecho. No obstante, 1la solucién a ese
problema, a nuestro Jjuicio, no puede ser que el efecto
interruptor del referido término jurisdiccional lo produzca
la notificacidén por la Secretaria del Tribunal de Primera
Instancia de una resolucién u orden de naturaleza
interlocutoria dictada por ese Tribunal acogiendo la mociédn
de reconsideracién. El efecto de este proceder es
impartirle a lo accesorio el caracter de lo principal, y
viceversa. Tal curso de accién entendemos, muy
respetuosamente, resulta en un contrasentido de 1los
principios y valores generales contenidos en nuestra
infraestructura procesal civil vigente. La norma aqui
sentada podria producir una anomalia mucho mads insélita,
pues acogida la mocién de reconsideracién por el Tribunal
de Primera Instancia, mediante orden o resolucidn, dentro
del referido término jurisdiccional y notificada la misma a
las partes por la Secretaria fuera del mismo, no surtiria
efecto interruptor alguno. O sea, reduce aun mas el
limitado campo de accién que la Regla 47 de Procedimiento
Civil, supra, concede a las partes y al foro de primera

instancia para tratar de corregir un error cometido por



CC-2000-1036 31

este Ultimo, en animo de evitar el costo y la dilacién para
las partes de un proceso de apelacién ante el Tribunal de
Circuito de Apelaciones. La norma pautada por la Mayoria
opera en sentido contrario al principio cardinal de que
nuestro ordenamiento procesal debe permitir que se imparta
la justicia de una forma mads ripida y econdmica.

Concluimos, que habiendo sido acogida la mocidén de
reconsideracién por el Tribunal de Primera Instancia en el
caso de autos, dentro del término jurisdiccional dispuesto
por ley para recurrir del dictamen emitido por ese foro, el
antes mencionado término queddé interrumpido. El recurso de
apelacién presentado por el aqui peticionario ante el
Tribunal de Circuito de Apelaciones era prematuro y dicho

foro carecia de jurisdiccién para atenderlo.

III

Nos corresponde expresarnos con respecto al otro
fundamento wutilizado por el Tribunal de Circuito de
Apelaciones para desestimar el recurso. Es necesario
determinar si el informe del Examinador de Pensiones
Alimenticias, el cual no fue notificado a las partes, pero
si tuvieron acceso al mismo, es un documento cuya ausencia
en el apéndice del recurso de apelacidén es causa para la
desestimacidén, por incumplir con un requisito de naturaleza
jurisdiccional. Veamos.

La Regla 16 (E) del Reglamento del Tribunal de

Circuito de Apelaciones**

dispone lo siguiente:
(E) Apéndice.-

(1) El1 escrito de apelacién incluira un
apéndice que contendrid una copia literal de:

“4 4 L.P.R.A. Ap XXII-A, R. 16(E).
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(a) Las alegaciones de las partes, a saber,
la demanda principal, las demandas de coparte o de
tercero y la reconvencién, y sus respectivas
contestaciones;

(b) 1la sentencia del Tribunal de Primera
Instancia cuya revisién se solicita y 1la
notificacién del archivo en autos de copia de la
misma;

(c) toda mocidén debidamente timbrada por el
Tribunal de Primera Instancia, resolucién u orden
necesaria para acreditar la interrupcién y
reanudacién del término para presentar el escrito
de apelacién y la notificacién del archivo en
autos de copia de la resolucidén u orden;

(d) toda resolucién u orden, y toda mocidn o
escrito de cualesquiera de las partes que forme
parte del expediente original en el Tribunal de
Primera Instancia, en las cuales se discuta
expresamente cualquier asunto planteado en el
escrito de apelacidén, o que sean relevantes a
éste;

(e) cualquier otro documento que forme parte
del expediente original en el Tribunal de Primera
Instancia y que pueda serle util al Tribunal de

Circuito de Apelaciones para resolver la
controversia. (Enfasis nuestro.)

En varias ocasiones hemos establecido que los
requisitos estatutarios o reglamentarios para perfeccionar
un recurso ante este Tribunal o ante el Tribunal de
Circuito de Apelaciones tienen que cumplirse de manera
rigurosa, especialmente cuando ese requisito es de
naturaleza jurisdiccional.*® El cumplimiento de wun
requisito de esa naturaleza no puede quedar al arbitrio de
los abogados postulantes.46

Como podemos observar, el incluir con el recurso de
apelacién presentado ante el Tribunal de Circuito de

Apelaciones un apéndice que contenga todos los documentos

‘> Rojas v. Axtmayer Ent., Inc., res. el 21 de marzo de

2000, 2000 T.s.P.R. 46, 150 D.P.R. ___ (2000), 2000 J.T.S.
59; Arriaga v. F.S.E., 145 D.P.R. 122 (1998); Cé&rdenas
Maxadn v. Rodriquez, 119 D.P.R. 642 (1987); Mfrs. H. Leasing
v. Carib. Tubular Corp., 115 D.P.R. 428 (1984); Matos v.
Metropolitan Marble Corp., 104 D.P.R. 122 (1975).

‘¢ Rojas v. Axtmayer Ent., Inc., supra.
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mencionados en la Regla 16(E) del Reglamento de ese
Tribunal, supra, es un requisito Jurisdiccional para el
perfeccionamiento de ese tipo de recurso. En repetidas
ocasiones hemos desestimado tales recursos cuando no se
incluyen en 1los mismos 1los documentos requeridos por la
referida disposicidén reglamentaria y gque son necesarios
para acreditar la jurisdiccién del foro apelativo
intermedio o para resolver los méritos del recurso.? De
hecho, 1la Regla 53.1(1) de Procedimiento Civil, supra,
establece que el Tribunal de Circuito de Apelaciones podra
desestimar, a iniciativa propia o a solicitud de parte, un
recurso de apelacidén cuando el mismo no se ha perfeccionado
de acuerdo con las disposiciones estatutarias y
reglamentarias aplicables. Hemos @establecido que el
Tribunal de Circuito de Apelaciones esta obligado a atender
los recursos de apelacidén que se presenten ante ese foro,
salvo los casos en que carezca de jurisdiccidén o que exista
craso incumplimiento con 1las disposiciones estatutarias o
reglamentarias aplicables al ©perfeccionamiento de 1la
presentacién del recurso.*

cConstituye el informe del Examinador de Pensiones
Alimenticias un documento cuya ausencia requiere 1la
desestimacién del recurso, por incumplir con un requisito
jurisdiccional? Contestamos dicha interrogante en 1la
afirmativa. Veamos.

Surge del dictamen emitido por el Tribunal de Primera
Instancia, y recurrido ante el Tribunal de Circuito de

Apelaciones, que la suma impuesta como pensién alimenticia

47 cérdova v. Larin, res. el 2 de 3junio de 2000, 2000

T.S.P.R. 79, 151 D.P.R. (2000), 2000 J.T.S. 92; Codesi,
Inc. v. Mun. de Candévanas, res. el 24 de marzo de 2000,
2000 T.s.P.R. 48, 150 D.P.R. (2000), 2000 J.T.S. 61;

Mfrs. H. Leasing v. Carib. Tubular Corp., supra.

‘8 Feliberty v. Soc. de Gananciales, 147 D.P.R. 834 (1999).
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al aqui peticionario se determiné considerando el contenido
del referido informe. En ese documento se encuentran
vertidos los hechos y fundamentos que dan base al aumento
de la pensién. En el recurso de apelacidédn presentado ante
el Tribunal de Circuito de Apelaciones se arguye, para
atacar la sentencia emitida por el foro de primera
instancia, que la pensidén alimenticia es excesiva. Por 1lo
tanto, para que el Tribunal de Circuito de Apelaciones
estuviera en posicién de examinar la razonabilidad de 1la
pensién impuesta tenia que conocer los hechos y fundamentos
formulados en el mencionado informe, 1los cuales fueron
utilizados por el Tribunal de Primera Instancia al emitir
el dictamen recurrido ante ese Tribunal. No podemos perder
de perspectiva, que aunque el referido documento no se
notificé a las partes junto con la sentencia, segun surge
del expediente, las partes tuvieron acceso al mismo y, como
cuestién de realidad, podian obtener copia del mismo
haciendo la debida peticién al tribunal sentenciador.?’ No
hacerlo constituye una falta de diligencia de 1la parte
apelante e impide que el foro apelativo pueda revisar, de
manera informada y completa, la sentencia de la cual se
recurre, provocando que no se perfeccione la presentacién
ante el Tribunal de Circuito de Apelaciones del recurso de
apelacién correctamente, dentro del término Jjurisdiccional
para asi hacerlo.

Por lo tanto, es forzoso concluir que el informe del
Examinador de Pensiones Alimenticias es un documento
necesario e imprescindible para la adjudicacién de este
caso por el Tribunal de Circuito de Apelaciones. Sin el

beneficio de dicho documento, dicho Tribunal no podia

%° Como cuestién de realidad, 1la parte demandante de autos

obtuvo copia del referido informe del Oficial Examinador de
pensiones alimenticias.
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revisar el dictamen recurrido. Por tratarse de un
documento que estuvo ante la consideracién del foro de
primera instancia, y era parte de su expediente, el no
incluirlo en el apéndice tiene como consecuencia que el
recurso de apelacidén presentado ante el Tribunal de
Circuito de Apelaciones no se perfecciond adecuadamente
dentro del término jurisdiccional dispuesto por ley para

ello.

IV
Por los fundamentos antes expuestos, disentimos de 1lo
actuado por la Mayoria en el presente caso. Confirmariamos
la sentencia dictada por el Tribunal de Circuito de

Apelaciones.

Efrain E. Rivera Pérez
Juez Asociado



